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La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy, 
ha adoptado el acuerdo que se indica respecto del asun-
to de referencia.

(121) Proyecto de Ley

121/000072

AUTOR: Gobierno.

Proyecto de Ley de capitalidad y de régimen especial 
de Madrid.

Acuerdo:

Encomendar su aprobación con competencia legislativa 
plena, conforme al artículo 148 del Reglamento, a la 
Comisión de Administraciones Públicas. Asimismo, 
publicar en el Boletín Oficial de las Cortes Gene-
rales, estableciendo plazo de enmiendas, por un  
período de quince días hábiles.

En ejecución de dicho acuerdo se ordena la publica-
ción de conformidad con el artículo 97 del Reglamento 
de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 24 de enero 
de 2006.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

PROYECTO DE LEY DE CAPITALIDAD Y DE RÉ-
GIMEN ESPECIAL DE MADRID

Título preliminar. Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto de la Ley.
Artículo 2. Autonomía municipal.

Título I. Régimen de capitalidad

Artículo 3. Relaciones entre las instituciones estata-
les, autonómicas y locales en la ciudad de Madrid.

Artículo 4. Régimen de Capitalidad de la Villa de 
Madrid.

Artículo 5. Comisión Interadministrativa de Capitali-
dad.

Artículo 6. Presidencia de la Comisión Interadminis-
trativa de Capitalidad.

Título II. Gobierno y administración municipal

Capítulo I. Gobierno municipal

Sección primera. Disposiciones generales

Artículo 7. Organización.
Artículo 8. Fuero.

Sección segunda. El Pleno

Artículo  9. El Pleno.
Artículo 10. El Presidente del Pleno.
Artículo 11. Atribuciones del Pleno.
Artículo 12. Atribuciones de las Comisiones.
Artículo 13. Secretaría General del Pleno.

Sección tercera. Órganos ejecutivos del Gobierno

Artículo 14. Alcalde.
Artículo 15. Los Tenientes de Alcalde.
Artículo 16. Junta de Gobierno.
Artículo 17. Atribuciones de la Junta de Gobierno.
Artículo 18. Estatuto de los titulares y miembros de 

los órganos ejecutivos de dirección política y admi-
nistrativa.

BOLETÍN OFICIAL 
DE LAS CORTES GENERALES

VIII LEGISLATURA

Serie A:
 27 de enero de 2006 Núm. 72-1PROYECTOS DE LEY

PROYECTO DE LEY

121/000072 De capitalidad y de régimen especial de Madrid.



Congreso 27 de enero de 2006.—Serie A. Núm. 72-1

2

Capítulo II. Administración Pública

Artículo 19. Principios generales.
Artículo 20. Organización administrativa.
Artículo 21. Órganos directivos.
Artículo 22. Los Distritos.
Artículo 23. Intervención General.
Artículo 24. Tesorería.
Artículo 25. Tribunal Económico-Administrativo Muni-

cipal de Madrid.
Artículo 26. Ente autónomo de gestión tributaria.
Artículo 27. Órgano para la defensa de los derechos 

de los vecinos.
Artículo 28. Asesoría Jurídica.
Artículo 29. Representación y defensa en juicio de 

autoridades y empleados públicos.
Artículo 30. Especialidades procesales.

Título III. Competencias municipales

Capítulo I. Disposiciones generales

Artículo 31. Régimen General de competencias.
Artículo 32. Competencias municipales.
Artículo 33. Competencias propias.
Artículo 34. Competencias delegadas y encomienda 

de gestión.

Capítulo II. Seguridad pública

Artículo 35. Competencias en materia de seguridad 
pública.

Artículo 36. Participación del Estado en la Junta Local 
de seguridad de Madrid.

Capítulo III. Participación en las infraestructuras de la 
Administración General del Estado

Artículo 37. Participación del Ayuntamiento en la ges-
tión de Infraestructuras.

Capítulo IV. Seguridad vial

Artículo 38. Ámbito material de aplicación de las 
competencias del Ayuntamiento de Madrid en mate-
ria de movilidad.

Artículo 39. Ordenación local del tráfico.
Artículo 40. Competencias en materia de seguridad 

vial.
Artículo 41. Medidas cautelares.
Artículo 42. Gestión del cobro de las sanciones en 

materia de circulación.
Artículo 43. Distintivos de los vehículos.
Artículo 44. Personal auxiliar de la guardia urbana.
Artículo 45. Ordenación del tráfico.
Artículo 46. Embargo de los vehículos.

Capítulo V. Bienes inmuebles

Artículo 47. Desafectación de inmuebles del Estado.

Título IV. Régimen jurídico y procedimiento

Artículo 48. Procedimiento de aprobación de las nor-
mas de competencia del Pleno.

Artículo 49. Procedimiento de aprobación del Presu-
puesto.

Artículo 50. Práctica de notificaciones.
Artículo 51. Boletín de la Ciudad de Madrid y tablón 

de edictos.
Artículo 52. Multas coercitivas.
Artículo 53. Fin de la vía administrativa.
Artículo 54. Remisión de acuerdos.
Artículo 55. Funciones de fe pública.

Disposición adicional primera. Constitución de la 
Comisión Interadministraiva de Capitalidad.

Disposición adicional segunda. Competencias muni-
cipales y legislación sectorial.

Disposición adicional tercera. Instalación subterránea 
de las redes de servicios públicos y de interés general.

Disposición adicional cuarta. Regulaciones específicas.
Disposición adicional quinta. Tarjetas de estaciona-

miento para personas con discapacidad.
Disposición adicional sexta. Cierre registral.
Disposición transitoria primera. Adecuación a las 

previsiones contenidas en la presente Ley.
Disposición transitoria segunda. Régimen de Incom-

patibilidades.
Disposición derogatoria única. Derogación normativa.
Disposición final primera. Habilitación competen-

cial.
Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Exposición de motivos.

I

Madrid es la capital del Estado según el artículo 5 
de la Constitución. Y es, en términos demográficos, la 
ciudad más poblada de España, centro de una extensa 
área metropolitana: en ella residen algo más de tres 
millones de personas, sin contar los otros cientos de 
miles que transitan diariamente por la ciudad. Estas 
singularidades, tanto institucionales como sociales, se 
encuentran estrechamente entrelazadas: la realidad de 
Madrid como gran ciudad es indisociable de su condi-
ción de capital del Estado. 

Las singularidades de Madrid reclaman un tratamiento 
legal especial que haga posible un gobierno municipal 
eficaz. Ese es el objeto de la presente Ley. Con ese fin se 
aborda un tratamiento integrado de los distintos factores 
que singularizan a Madrid, tanto de los que derivan de su 
condición capitalina como de los que provienen de su con-
dición de gran ciudad. De esta manera, la presente Ley 
desarrolla las previsiones establecidas al respecto tanto 
por el texto constitucional, como por el propio Estatuto de 
Autonomía de la Comunidad de Madrid. 

En efecto, el artículo 6 del Estatuto de la Comuni-
dad de Madrid prevé que, por su doble condición de 
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capital del Estado y sede de las instituciones generales, 
la villa de Madrid tendrá un régimen especial, regulado 
por Ley votada en Cortes, que determinará las relacio-
nes entre las instituciones estatales, autonómicas y 
municipales en el ejercicio de sus respectivas compe-
tencias. Pero más allá, la Ley incluye otras normas 
especiales encaminadas a hacer posible el gobierno 
eficaz de una urbe de las dimensiones y problemas pro-
pios de Madrid, sin par en el resto de España. 

La regulación especial de la ciudad de Madrid no es, 
con todo, una novedad jurídica. En 1963 se aprobó, por 
primera vez, un régimen especial para Madrid con el 
que se trató de dar respuesta, como señala la exposición 
de motivos del Decreto 1674/1963, de 11 de julio, a los 
delicados aspectos que ofrece la administración muni-
cipal madrileña, como consecuencia de ser, además del 
Municipio más populoso de la nación, la capital del 
Estado y sede del Gobierno nacional. 

La singularidad de Madrid tampoco pasó inadverti-
da a la Ley 7/1985, Reguladora de las Bases del Régi-
men Local. En la Disposición adicional sexta de esta 
Ley ya se prevé la sustitución del régimen especial 
aprobado en 1963 por otro actualizado. A través de esta 
Ley se da cumplimiento a las previsiones legales ante-
riormente mencionadas.

Obvio es que la presente Ley no recoge todo el régi-
men jurídico de la ciudad de Madrid. Contiene única-
mente normas especiales que se aplicarán preferente-
mente respecto de las previstas en la legislación 
general. De otro lado, las normas especiales de la pre-
sente Ley no cuestionan el ejercicio de las competen-
cias legislativas sobre régimen local de la Comunidad 
de Madrid.

La presente Ley se estructura en cuatro títulos, prece-
didos de un Título preliminar, en los que se regulan el 
régimen de capitalidad, la organización política y admi-
nistrativa del Ayuntamiento de Madrid, las competencias 
de titularidad del Estado que se transfieren y las especia-
lidades del régimen jurídico aplicable a la ciudad. 

II

El Título I da cumplimiento propiamente al régimen 
derivado de la condición de Madrid como capital del 
Estado, creando la denominada «Comisión Interadmi-
nistrativa de Capitalidad», configurada como un órgano 
de cooperación entre Estado, Comunidad de Madrid y 
Ayuntamiento en aquéllas materias más directamente 
relacionadas con la capitalidad, tales como la seguridad 
ciudadana o la celebración de actos oficiales. La crea-
ción de este órgano de cooperación no altera la titulari-
dad de las competencias de las Administraciones parti-
cipantes en la misma, sino que únicamente supone el 
ejercicio flexible de las mismas.

III

El Título II aborda los aspectos esenciales de la 
organización del Ayuntamiento de Madrid en cuanto 
parte imprescindible del estatuto de la ciudad-capital 
del Estado. 

El modelo de la organización política y administra-
tiva del Ayuntamiento de Madrid contenido en este 
Título viene a desarrollar el establecido en el Título X 
de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, 
es decir, no se opta por un modelo diferente del vigente, 
sino que se parte de éste perfilándose algunos aspectos 
e introduciéndose algunas singularidades. 

Esta regulación se fundamenta en dos principios. 
Por un lado, se refuerza el esquema de corte parlamen-
tario del gobierno local, que se concreta, entre otras, en 
una más clara separación entre el Pleno y el ejecutivo 
local, en el reforzamiento de las funciones del ejecutivo 
y en el reconocimiento de la debida separación entre el 
gobierno y la administración municipal. Por otro lado, 
se amplía el ámbito de materias que pueden ser objeto 
de las potestades normativas y de autoorganización 
municipal —elementos fundamentales de la autonomía 
local—, al eludir deliberadamente la regulación de los 
aspectos secundarios de la organización administrativa 
por tratarse de una materia que ha de quedar reservada 
a la libre disposición del Ayuntamiento. 

Respecto de la organización política, formada prin-
cipalmente por el Pleno, el Alcalde y la Junta de 
Gobierno, se introducen algunas especialidades que no 
alteran la naturaleza o la posición que cada uno de esos 
órganos ostenta en el gobierno municipal, ni tampoco 
sus funciones principales, y con las que se pretende 
perfilar el régimen de estos órganos en la línea propia 
de un sistema de corte parlamentario. 

Destaca la facultad que se otorga al Alcalde para 
proponer al Pleno la designación, entre los Concejales, 
de su Presidente y Vicepresidente. Asimismo, se orde-
nan las competencias del Pleno a fin de reforzar las 
referentes al debate de las grandes decisiones estratégi-
cas, el control político y la potestad normativa, trasla-
dándose a la Junta de Gobierno las funciones de carác-
ter ejecutivo que por razones de eficacia y coherencia 
con el sistema de gobierno parlamentario deben estar 
atribuidas a ese órgano. El Pleno mantiene todas las 
competencias relevantes que ha venido ejerciendo tra-
dicionalmente: aprobación de los presupuestos genera-
les y de las modificaciones sustanciales del mismo, del 
planeamiento urbanístico, de la normativa municipal; 
las competencias referentes a la delimitación y altera-
ción del término municipal, la participación en organi-
zaciones supramunicipales, la aceptación de las delega-
ciones de competencias de otras Administraciones 
públicas; y finalmente las competencias de control 
político que se extienden a todo el ámbito de la actua-
ción municipal, atribuyéndose al Pleno la concreción 
de las modalidades de control por parte de los Conceja-
les y de los grupos políticos, así como el acceso a la 
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información administrativa que precisen para el desa-
rrollo de su función representativa. 

La reordenación de las competencias del Pleno y los 
principios que la fundamentan explican también los 
cambios en las competencias del Alcalde. En general, 
al Alcalde corresponde, como competencias principa-
les, el impulso de la política municipal, la dirección de 
los demás órganos ejecutivos y la superior dirección de 
la administración ejecutiva municipal y, por supuesto, 
responde de su gestión en el Pleno. 

La necesidad de que las grandes ciudades cuenten 
con un ejecutivo fuerte, dotado de capacidad gerencial, 
exige que la Junta de Gobierno se configure como el 
máximo órgano colegiado de la función ejecutiva y de 
la gestión administrativa. Por ello las competencias de 
esta naturaleza atribuidas por la legislación vigente al 
Pleno y al Alcalde se trasladan a la Junta de Gobierno. 

Finalmente, el Título II establece una clara diferen-
ciación entre los órganos superiores del Ayuntamiento: 
Alcalde, Junta de Gobierno y Concejales miembros de 
ésta, a los que corresponden las funciones de dirección 
política y de cuya gestión responden ante el Pleno, y la 
Administración municipal a la que corresponde servir 
con objetividad al interés general —artículo 103 de la 
Constitución— bajo la dirección de los órganos políti-
cos y el necesario control del Pleno. 

IV

El Título III aborda la regulación general de las dis-
tintas formas de atribución de las competencias a la 
ciudad, diferenciándose entre competencias propias, 
delegadas y las atribuidas mediante la técnica de la 
encomienda de gestión. Asimismo, se determinan las 
competencias de titularidad estatal que se asignan a la 
ciudad a través de esta Ley. 

De conformidad con lo previsto en la Carta Europea 
de Autonomía Local y en la normativa básica estatal, 
las competencias propias se ejercen en régimen de 
autonomía y bajo la propia responsabilidad, atendiendo 
siempre a la debida coordinación en su programación y 
ejecución con las demás Administraciones públicas. 

La ciudad de Madrid podrá ejercer por delegación 
competencias de la Administración General del Estado 
y de la Comunidad de Madrid, de acuerdo con la nor-
mativa que resulte de aplicación en cada caso. 

La Ley se refiere también a la posibilidad de enco-
mendar a la ciudad de Madrid la realización de tareas 
jurídicas, técnicas o materiales, por parte del Estado o 
de la Comunidad de Madrid, de acuerdo con la legisla-
ción aplicable en cada caso. 

Por otro lado, se atribuyen a la ciudad de Madrid 
determinadas competencias de titularidad estatal en 
materia de movilidad, seguridad ciudadana e infraes-
tructuras, por tratarse de ámbitos relevantes de la ges-
tión y gobierno de la misma. 

Así, en materia de infraestructuras, se reconoce la 
participación del Ayuntamiento de Madrid en aquéllas 
cuya titularidad corresponda a la Administración Gene-
ral del Estado y estén ubicadas en su término municipal.

En este proceso de ampliación de las competencias 
municipales en sectores con elevada incidencia en la 
calidad de vida de los ciudadanos ocupa una posición 
central las medidas previstas en materia de seguridad 
vial, dirigidas a incrementar las potestades del Ayunta-
miento para afrontar problemas como la emisión de 
ruidos y contaminantes por los vehículos a motor, el 
estacionamiento, la conducción bajo los efectos del 
alcohol o estupefacientes o sustancias psicotrópicas, la 
mejora de las condiciones de vida de las personas con 
movilidad reducida, etc. Para la efectividad de las 
medidas, se permite al Ayuntamiento adoptar una serie 
de medidas cautelares, que incrementarán el poder de 
autoridad del mismo para el cumplimiento de las nor-
mas sobre seguridad vial.

V

El Título IV aborda la regulación de las especialida-
des del régimen jurídico de la ciudad de Madrid, que se 
justifican por la dimensión de la actividad administrati-
va que genera el Ayuntamiento de Madrid. 

Madrid es la ciudad de mayor población de España 
y esto hace que el volumen de su actividad administra-
tiva no sea equiparable a la de ningún otro municipio. 
Partiendo de este dato objetivo, lo que se pretende con 
estas especialidades es introducir rapidez y agilidad en 
la gestión, reforzando la eficacia de la actuación admi-
nistrativa. 

En materia de procedimientos administrativos se 
definen los trámites principales del procedimiento para 
la aprobación de las normas municipales por el Pleno, 
con el objetivo de agilizarlo respecto a la regulación 
actual, que contiene una doble aprobación por el Pleno 
municipal. En particular, en este nuevo procedimiento 
se diferencia la tramitación del proyecto normativo por 
el ejecutivo municipal de la tramitación en el seno del 
Pleno. En la primera se realizará un trámite de audien-
cia a los ciudadanos cuando el proyecto afecte a los 
derechos o intereses legítimos de los mismos, y finaliza 
con su aprobación por la Junta de Gobierno. La trami-
tación del proyecto en el Pleno se inicia con la remisión 
del mismo y los antecedentes a la Comisión competen-
te que lo dictaminará y elevará al Pleno para su aproba-
ción en un acto único. 

Por último, la parte final de la norma tiene por obje-
to asegurar la puesta en funcionamiento de la Comisión 
Interadministrativa de Capitalidad, regular las tarjetas 
de estacionamiento para personas con discapacidad o 
establecer el régimen transitorio en materia de incom-
patibilidades.



Congreso 27 de enero de 2006.—Serie A. Núm. 72-1

5

TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto de la Ley.

1. La presente Ley regula el régimen especial de la 
Villa de Madrid así como las peculiaridades del mismo 
en cuanto capital del Estado y sede de las instituciones 
generales, sin perjuicio de las competencias de la 
Comunidad de Madrid.

2. En las materias no reguladas en la presente Ley, 
será de aplicación a la ciudad de Madrid:

a) Lo dispuesto en la legislación estatal básica en 
materia de gobierno y administración local, y, en su 
caso, en la legislación autonómica de desarrollo.

b) La restante legislación del Estado y de la 
Comunidad de Madrid, en función de la distribución 
constitucional y estatutaria de competencias.

Artículo 2. Autonomía municipal.

1. La Ciudad de Madrid goza de autonomía para la 
gestión de sus intereses, con medios económico-finan-
cieros suficientes conforme a la Constitución, el Estatu-
to de Autonomía de la Comunidad de Madrid y el resto 
del ordenamiento jurídico. La gestión municipal autó-
noma se desarrolla con lealtad institucional y en colabo-
ración, cooperación y coordinación con la Administra-
ción General del Estado y de la Comunidad de Madrid.

2. El Gobierno y la Administración de la ciudad 
de Madrid comprende las funciones de ordenación y 
ejecución en los asuntos de la competencia municipal. 
Estas funciones se ejercen por el Ayuntamiento, bajo su 
propia responsabilidad y en el marco de las Leyes, 
mediante órganos diferenciados para las de ordenación 
y las de ejecución y gestión.

3. Para la efectividad de la autonomía prevista en 
el apartado 1, la presente Ley atribuye al Ayuntamiento 
de la Ciudad de Madrid competencias en materia de 
infraestructuras, movilidad, seguridad ciudadana y régi-
men jurídico y procedimiento. De igual forma, y según 
lo establecido en el artículo 2 de la Ley 7/1985 de 2 de 
abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, la 
legislación sectorial del Estado atribuirá, en su caso, 
competencias en el ámbito de los servicios e infraestruc-
turas que sean básicos para el desarrollo de la Ciudad.

TÍTULO I

Régimen de capitalidad

Artículo 3. Relaciones entre las instituciones estata-
les, autonómicas y locales en la ciudad de Madrid.

1. De acuerdo con el artículo 5 de la Constitución 
Española, que establece que la capital del Estado es la 

Villa de Madrid, y en cumplimiento de lo previsto en el 
artículo 6 del Estatuto de Autonomía de la Comunidad 
de Madrid, aprobado por la Ley Orgánica 3/1983, de 25 
de febrero, el presente Título regula la articulación de las 
relaciones entre las Instituciones estatales, autonómicas 
y locales en el ámbito territorial de la ciudad de Madrid, 
en aquéllos aspectos vinculados con la capitalidad.

2. En lo no previsto en este Título, las relaciones 
interadministrativas en el ámbito territorial de la ciudad 
de Madrid se desarrollarán con arreglo a los principios 
establecidos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, en la legis-
lación básica sobre el gobierno y la administración 
local, así como en la restante legislación estatal o auto-
nómica de aplicación.

Artículo 4. Régimen de capitalidad de la Villa de 
Madrid.

El régimen de capitalidad de la Villa de Madrid a 
que se refiere el presente Título tendrá como objeto las 
siguientes materias:

a) Seguridad ciudadana siempre que esté inmedia-
tamente relacionada con la protección de personas y 
bienes en acontecimientos internacionales o nacionales 
que se celebren en Madrid en su condición de capital 
del Estado.

b) La coordinación en la organización y celebra-
ción de actos oficiales de carácter estatal

c) La protección de personas y bienes como con-
secuencia del ejercicio por los ciudadanos del derecho 
de reunión y de manifestación cuando el ámbito de la 
convocatoria presente dimensión estatal.

d) Régimen protocolario de la Villa de Madrid y 
de sus representantes políticos.

e) Cualquier otra materia que pudiera afectar 
relevantemente a las tres Administraciones, a juicio de 
las mismas, como consecuencia de la capitalidad de 
Madrid.

Artículo 5. Comisión Interadministrativa de Capitali-
dad.

1. Respetando los ámbitos competenciales de las 
distintas administraciones participantes, se crea la 
Comisión Interadministrativa de Capitalidad, como 
órgano de cooperación para la mejor articulación del 
régimen de capitalidad previsto en esta Ley.

2. La Comisión Interadministrativa de Capitalidad 
estará formada por igual número de miembros de las 
tres administraciones. 

Artículo 6. Presidencia de la Comisión Interadminis-
trativa de Capitalidad.

1. La presidencia de la Comisión Interadministra-
tiva de Capitalidad corresponde al Estado.
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2. Su composición y funcionamiento se determi-
nará en su Reglamento, que se aprobará por unanimi-
dad de sus miembros.

TÍTULO II

Gobierno y administración municipal

CAPÍTULO I

Gobierno municipal

Sección primera. Disposiciones generales

Artículo 7. Organización.

Son órganos de gobierno municipal:

a) Deliberante de representación política: el Pleno.
b) Ejecutivos de dirección política y administrati-

va: el Alcalde, la Junta de Gobierno, los Tenientes de 
Alcalde, los Concejales con responsabilidades de 
gobierno, los miembros no electos de la Junta de 
Gobierno y los que se determinen en el correspondiente 
Reglamento orgánico. 

Artículo 8. Fuero.

La responsabilidad penal del Alcalde, los Tenientes 
de Alcalde y restantes Concejales del Ayuntamiento de 
Madrid, así como la civil en que pudieran haber incurri-
do los mismos con ocasión del ejercicio de sus cargos, 
será exigible conforme a lo que disponga la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial.

Sección segunda. El Pleno

Artículo 9. El Pleno.

1. El Pleno es el órgano de máxima representación 
política de los ciudadanos en el gobierno municipal, 
ejerce las atribuciones que le están asignadas expresa-
mente y está formado por el Alcalde y los Concejales, 
sin perjuicio de la asistencia a sus sesiones y la inter-
vención en sus deliberaciones de los miembros no elec-
tos de la Junta de Gobierno. 

2. Las sesiones del Pleno son públicas. No obstan-
te, podrán ser secretos el debate y votación de aquellos 
asuntos que puedan afectar al derecho fundamental de 
los ciudadanos a que se refiere el artículo 18.1 de la 
Constitución, cuando así se acuerde por mayoría abso-
luta.

El Pleno puede funcionar en Comisiones, que estarán 
formadas por los Concejales que designen los grupos 
políticos en proporción a su representación en el Pleno. 

3. En todo lo no previsto en esta Ley en lo que se 
refiere a su convocatoria, constitución, funcionamiento 
y adopción de acuerdos, el Pleno se rige, en el marco de 

lo dispuesto por la legislación estatal básica en materia 
de gobierno y administración local, por su Reglamento 
Orgánico y las Resoluciones dictadas por su Presidente 
en interpretación de éste.

Artículo 10. Presidente del Pleno.

1. El Alcalde convoca y preside las sesiones del 
Pleno. No obstante, podrá promover la designación por 
el Pleno de un Presidente y un Vicepresidente de acuer-
do con lo que se dispone en el apartado siguiente. 

2. A iniciativa del Alcalde el Pleno podrá elegir 
entre los Concejales a su Presidente y Vicepresiden-
te. Dicha designación se producirá al inicio del man-
dato, en cuyo caso corresponderá al Presidente elegi-
do el ejercicio de las funciones recogidas en el 
presente artículo. En la elección del Presidente, cada 
Concejal escribirá un solo nombre en la papeleta 
correspondiente. Resultará elegido el que obtenga el 
voto de la mayoría absoluta de los miembros del 
Pleno. Si ninguno la obtuviera en primera votación, 
se repetirá la elección entre los dos Concejales que 
hubieran alcanzado mayor número de votos en la 
votación precedente, resultando elegido el que 
obtenga más votos en la nueva votación. En caso de 
empate resultará elegido el candidato de la lista que 
hubiese obtenido mayor número de votos en las elec-
ciones municipales.

Elegido el Presidente, se procederá a la elección del 
Vicepresidente por el mismo sistema. 

Las vacantes que se produzcan serán cubiertas por 
elección del Pleno en la forma establecida en el párrafo 
primero de este apartado.

Dichos cargos se mantendrán hasta la finalización 
del mandato.

3. El Presidente del Pleno asegura la buena mar-
cha de sus trabajos, interpreta sus normas de funciona-
miento, convoca y preside las sesiones y dirige y man-
tiene el orden de los debates.

Artículo 11. Atribuciones del Pleno.

Corresponde al Pleno:

a) El control y la fiscalización de los órganos de 
gobierno.

b) La votación de la moción de censura al Alcalde 
y de la cuestión de confianza planteada por éste, que 
será pública y se realizará mediante llamamiento nomi-
nal en todo caso y se regirá en todos sus aspectos por lo 
dispuesto en la legislación electoral general.

c) La aprobación y modificación de los reglamen-
tos de naturaleza orgánica. Tendrán en todo caso natu-
raleza orgánica:

— La regulación del Pleno.
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— La regulación, en su caso, del órgano para la 
defensa de los derechos de los vecinos.

— La regulación de los órganos y procedimientos 
de participación ciudadana.

— La división de la ciudad en distritos y la deter-
minación y regulación de sus órganos, sin perjuicio de 
las atribuciones de la Junta de gobierno para establecer 
la organización y estructura de la Administración muni-
cipal ejecutiva.

— La regulación de la organización política y 
administrativa del Ayuntamiento.

— La regulación del Tribunal Económico-Admi-
nistrativo Municipal de Madrid.

d) La aprobación y modificación de las ordenan-
zas y reglamentos municipales. 

e) Los acuerdos relativos a la delimitación y alte-
ración del término municipal y la adopción o modifica-
ción de su bandera, enseña o escudo.

f) Los acuerdos relativos a la participación en 
organizaciones supramunicipales.

g) La determinación de los recursos propios de 
carácter tributario.

h) La aprobación de los presupuestos y la autori-
zación de gastos en las materias de su competencia. 
Asimismo, aprobará la cuenta general del ejercicio 
correspondiente. 

i) El otorgamiento de avales y garantías por el 
Ayuntamiento, que se ajustara a lo dispuesto en el Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que 
se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de 
las Haciendas Locales.

j) La aprobación que ponga fin a la tramitación 
municipal de los instrumentos de planeamiento previs-
tos en la legislación urbanística y la aprobación de los 
Avances de Planeamiento.

k) La transferencia de funciones o actividades a 
otras Administraciones públicas, así como la acepta-
ción de las delegaciones o encomiendas de gestión rea-
lizadas por otras Administraciones, salvo que por ley se 
impongan obligatoriamente.

l) La determinación de las formas de gestión de 
los servicios, así como el acuerdo de creación de orga-
nismos autónomos, de entidades públicas empresaria-
les y de sociedades mercantiles para la gestión de los 
servicios de competencia municipal, y la aprobación de 
sus correspondientes estatutos y de los expedientes de 
municipalización. Asimismo, le corresponderá la apro-
bación de los estatutos de las fundaciones.

m) Las facultades de revisión de oficio de sus pro-
pios actos y disposiciones de carácter general, y la 
declaración de lesividad de sus actos.

n) El ejercicio de acciones judiciales y administra-
tivas en las materias de su competencia.

ñ) Establecer el régimen retributivo de los miem-
bros del Pleno, de su Secretario General, del Alcalde, 
de los miembros de la Junta de Gobierno y de los órga-
nos directivos municipales.

o) El planteamiento de conflictos de competencia 
a otras Entidades locales y a otras Administraciones 
públicas.

p) La creación de escalas, subescalas y clases de 
funcionarios, así como la atribución a los mismos de la 
condición de agente de la autoridad en atención a las 
funciones que les correspondan ejercer.

q) Las restantes atribuciones que le asignen las 
leyes, sin perjuicio de lo dispuesto en la Disposición 
Adicional segunda de esta Ley.

2. Se requerirá el voto favorable de la mayoría 
absoluta del número legal de miembros del Pleno, para 
la adopción de los acuerdos referidos en los párrafos c), 
e), f) y k) y para los acuerdos que corresponda adoptar 
al Pleno en la tramitación de los instrumentos de planea-
miento general previstos en la legislación urbanística.

Los demás acuerdos se adoptarán por mayoría sim-
ple de votos.

3. No podrán delegarse las competencias del 
Pleno referidas en los párrafos a), b), c), e), f), g), h), j), 
k), m), ñ) y p). 

Las delegaciones del Pleno sólo podrán realizarse 
en sus Comisiones. 

Artículo 12. Atribuciones de las Comisiones. 

Corresponderán a las Comisiones las siguientes fun-
ciones:

a) El estudio, informe o consulta de los asuntos 
que hayan de ser sometidos a la decisión del Pleno.

b) El dictamen de las normas municipales con 
carácter previo a su aprobación por el Pleno. 

c) El seguimiento de la gestión del Alcalde y de su 
equipo de gobierno, sin perjuicio del superior control y 
fiscalización que, con carácter general, le corresponde 
al Pleno.

d) Aquellas que el Pleno les delegue, de acuerdo 
con lo dispuesto en esta Ley.

Artículo 13. Secretaría General del Pleno.

1. El Pleno contará con un Secretario General al 
que corresponderán las siguientes funciones:

a) La redacción y custodia de las actas, así como 
la supervisión y autorización de las mismas, con el 
visto bueno del Presidente del Pleno.

b) La expedición, con el visto bueno del Presiden-
te del Pleno, de las certificaciones de los actos y acuer-
dos que se adopten.

c) La asistencia al Presidente del Pleno para ase-
gurar la convocatoria de las sesiones, el orden en los 
debates y la correcta celebración de las votaciones, así 
como la colaboración en el normal desarrollo de los 
trabajos del Pleno y de las Comisiones.
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d) La comunicación y publicación de los acuerdos 
plenarios.

e) El asesoramiento legal al Pleno y a las Comi-
siones cuando lo solicite el Alcalde, el Presidente, en su 
caso, o la cuarta parte, al menos, de los Concejales.

f) Las funciones que la legislación electoral gene-
ral asigna a los Secretarios de los Ayuntamientos, así 
como la llevanza y custodia del registro de intereses de 
los miembros del Pleno y de los miembros no electos 
de la Junta de Gobierno Local.

g) La remisión a la Administración General del 
Estado y a la de la Comunidad de Madrid de copia, o en 
su caso, extracto de los acuerdos adoptados por el 
Pleno.

Dichas funciones quedan reservadas a funcionarios 
de Administración local con habilitación de carácter 
nacional. Su nombramiento corresponderá al Presiden-
te del Pleno por los sistemas previstos en las disposi-
ciones legales que resulten de aplicación. 

2. La Secretaría de las Comisiones corresponde al 
Secretario General del Pleno, quien podrá delegarla en 
un funcionario.

Sección tercera. Órganos ejecutivos de Gobierno

Artículo 14. Alcalde.

1. El Alcalde impulsa la política municipal, dirige 
la acción de los restantes órganos ejecutivos, ejerce la 
superior dirección de la Administración ejecutiva muni-
cipal y responde ante el Pleno por su gestión política. 

2. El Alcalde ostenta la máxima representación  
de la ciudad, sin perjuicio de las facultades de represen-
tación que puedan otorgarse a los titulares de otros 
órganos. 

3. Además, corresponde al Alcalde el ejercicio de 
las siguientes atribuciones:

a) Determinar el programa de acción política 
municipal, impartir directrices para su ejecución y 
supervisar la acción de los restantes órganos ejecutivos 
de gobierno y directivos. 

b) Convocar y presidir las sesiones del Pleno y de 
la Junta de Gobierno, salvo que se haya optado por la 
designación de un Presidente del Pleno, en los términos 
previstos en el artículo 10.

c) Decidir los empates con voto de calidad en 
todos los órganos municipales colegiados en los que 
participe.

d) Nombrar y cesar a los miembros de la Junta de 
Gobierno, a los Tenientes de Alcalde y a los Presidentes 
de los Distritos.

e) Dictar bandos para recordar y precisar los tér-
minos del cumplimiento de normas en vigor, o para 
efectuar apelaciones a la población municipal con 

motivo de acontecimientos o circunstancias especiales. 
Dictar decretos e instrucciones.

f) Adoptar las medidas necesarias y adecuadas en 
casos de extraordinaria y urgente necesidad, dando 
cuenta inmediata al Pleno.

g) Ejercer la superior dirección del personal al 
servicio de la Administración municipal y la superior 
jefatura de la policía municipal.

h) Acordar al inicio del mandato el número, deno-
minación y competencias de las áreas en las que se 
estructura la Administración municipal, en el marco de 
las normas orgánicas aprobadas por el Pleno.

i) El ejercicio de las acciones judiciales y admi-
nistrativas en materia de su competencia y, en caso de 
urgencia, en materias de la competencia del Pleno, en 
este supuesto dando cuenta al mismo en la primera 
sesión que celebre para su ratificación.

j) Asegurar la ejecución de las Leyes y las normas 
municipales, así como de los acuerdos y resoluciones 
de los órganos ejecutivos y administrativos, ordenando, 
en particular y cuando proceda, la publicación de estos 
últimos. 

k) La firma de convenios. 
l) La revisión de oficio y la declaración de lesivi-

dad de sus propios actos.
m) La autorización y disposición de gastos en las 

materias de su competencia, así como el reconocimien-
to y liquidación de las obligaciones derivadas de estos 
compromisos de gasto. 

n) La ordenación de pagos.
ñ) El nombramiento del personal funcionario, 

laboral y eventual al servicio del Ayuntamiento de 
Madrid.

4. El Alcalde podrá delegar o desconcentrar 
mediante decreto las competencias anteriores en la 
Junta de Gobierno, en sus miembros, en los demás con-
cejales y, en su caso, en los órganos directivos, con 
excepción de las señaladas en los párrafos b), c), d), e) 
en lo que se refiere a la adopción de bandos y f). Las 
atribuciones previstas en los párrafos a) y h) sólo serán 
delegables en la Junta de Gobierno.

Artículo 15. Los Tenientes de Alcalde.

El Alcalde podrá nombrar de entre los miembros de 
la Junta de Gobierno que ostenten la condición de Con-
cejal, a los Tenientes de Alcalde, que le sustituirán por 
el orden de su nombramiento en los casos de vacante, 
ausencia o enfermedad. 

Artículo 16. Junta de Gobierno.

1. La Junta de Gobierno es el órgano ejecutivo de 
dirección política y administrativa.

2. Corresponde al Alcalde nombrar y separar 
libremente a los miembros de la Junta de Gobierno, 
cuyo número no podrá exceder de un tercio del número 
legal de miembros del Pleno, además del Alcalde. 
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El Alcalde podrá nombrar como miembros de la 
Junta de Gobierno a personas que no ostenten la condi-
ción de concejales, en los términos previstos en la 
legislación básica reguladora del gobierno y la admi-
nistración local. Sus derechos económicos y prestacio-
nes sociales serán los que establezca el Pleno. 

Los miembros de la Junta de Gobierno podrán asis-
tir a las sesiones del Pleno e intervenir en los debates, 
sin perjuicio de las facultades que corresponden a su 
Presidente. 

3. La Junta de Gobierno responde políticamente 
ante el Pleno de su gestión de forma solidaria, sin per-
juicio de la responsabilidad directa de cada uno de sus 
miembros por su gestión. 

4. La Secretaría de la Junta de Gobierno corres-
ponderá a uno de sus miembros, designado por el 
Alcalde, quien redactará las actas de las sesiones y cer-
tificará sobre sus acuerdos.

5. Las sesiones de la Junta de Gobierno son secre-
tas; no obstante podrán celebrarse sesiones públicas 
por acuerdo de la propia Junta, cuando la naturaleza de 
los asuntos a debatir así lo haga procedente.

A las sesiones de la Junta de Gobierno podrán asistir 
los concejales no pertenecientes a la Junta y los titula-
res de los órganos directivos, en ambos supuestos cuan-
do sean convocados expresamente por el Alcalde.

Artículo 17. Atribuciones de la Junta de Gobierno.

1. Corresponde a la Junta de Gobierno:

a) La aprobación de los proyectos de ordenanzas, 
de reglamentos, incluidos los orgánicos, con excepción 
de las normas reguladoras del Pleno y sus Comisiones, 
y de los proyectos de los estatutos de los Organismos 
autónomos, Entidades públicas empresariales, socieda-
des mercantiles y Fundaciones.

b) Adoptar planes, programas y directrices vincu-
lantes para todos los órganos ejecutivos, organismos y 
empresas del Ayuntamiento de Madrid.

c) La aprobación del proyecto de presupuesto.
d) El sometimiento a información pública de los 

Avances de planeamiento, las aprobaciones de los ins-
trumentos de planeamiento urbanístico no atribuidas 
expresamente al Pleno, así como de los instrumentos de 
gestión urbanística y de los proyectos de urbanización.

e) Las competencias de gestión en materia de con-
tratos, concesiones y patrimonio, así como la designa-
ción de los miembros de las mesas de contratación y 
sus presidentes. 

f) La aprobación de las relaciones de bienes y 
derechos sujetos a expropiación y la de los proyectos 
expropiatorios, incluidos los urbanísticos tramitados 
por el procedimiento de tasación conjunta.

g) El desarrollo de la gestión económica y, en parti-
cular, la aprobación de los gastos de carácter plurianual, 
la ampliación del número de anualidades y la modifica-
ción de los porcentajes de gastos plurianuales, así como 

la concertación de operaciones de crédito, todo ello de 
acuerdo con el presupuesto y sus bases de ejecución. 

La autorización y disposición de gastos en las mate-
rias de su competencia y disponer gastos previamente 
autorizados por el Pleno, así como el reconocimiento y 
liquidación de las obligaciones derivadas de estos com-
promisos de gasto y la convalidación de créditos.

Asimismo, corresponde a la Junta de gobierno la 
aprobación de todas las modificaciones presupuesta-
rias, salvo las que se refieran a la concesión de un cré-
dito extraordinario o suplemento de crédito que corres-
ponderá en todo caso al Pleno.

h) Establecer la organización y estructura de la 
Administración municipal ejecutiva, en el marco de las 
normas orgánicas aprobadas por el Pleno y el nombra-
miento y el cese de los titulares de los órganos directivos.

i) El ejercicio de las acciones judiciales y admi-
nistrativas en las materias de su competencia.

j) Las facultades de revisión de oficio y la decla-
ración de lesividad de sus propios actos.

k) El ejercicio de la potestad sancionadora y la 
concesión de licencias.

l) La creación, modificación o supresión de fiche-
ros de datos de carácter personal.

m) Las modificaciones de la plantilla de personal 
de acuerdo con las normas que se establezcan en las 
bases de ejecución del presupuesto, aprobar la relación 
de puestos de trabajo, las retribuciones del personal de 
acuerdo con el presupuesto aprobado por el Pleno, la 
oferta de empleo público, las bases de las convocatorias 
de selección y provisión de puestos de trabajo, el núme-
ro y régimen del personal eventual, la separación del 
servicio de los funcionarios del Ayuntamiento, sin per-
juicio de lo previsto en la legislación básica respecto a 
los funcionarios de administración local con habilita-
ción de carácter nacional, el despido del personal labo-
ral, el régimen disciplinario, la gestión del régimen de 
incompatibilidades y las demás competencias en mate-
ria de personal que no estén expresamente atribuidas en 
esta Ley a otros órganos.

n) Las demás atribuciones que le correspondan de 
acuerdo con las disposiciones legales vigentes, y aque-
llas que la legislación del Estado o de la Comunidad de 
Madrid asignen al municipio y no se atribuyan a otros 
órganos municipales. 

2. La Junta de Gobierno podrá delegar o descon-
centrar en alguno de sus miembros, en los demás conce-
jales y, en su caso, en los órganos directivos, las funcio-
nes enumeradas en el apartado anterior con excepción 
de las previstas en los párrafos a), b), c), d), h) e i).

Artículo 18. Estatuto de los titulares y miembros de 
los órganos ejecutivos de dirección política y admi-
nistrativa.

1. Sin perjuicio de los requisitos específicos pre-
vistos para cada caso, para ser titular o miembro de un 
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órgano ejecutivo de dirección política y administrativa 
se requiere en todo caso, ser mayor de edad, disfrutar 
de los derechos de sufragio activo y pasivo en las elec-
ciones municipales y no estar inhabilitado para ejercer 
empleo o cargo público por sentencia judicial firme.

2. Los titulares o miembros de órganos ejecutivos 
de gobierno quedan sometidos al régimen de incompa-
tibilidades establecido para los concejales en la legisla-
ción de régimen local y en la presente Ley.

CAPÍTULO II

Administración pública

Artículo 19. Principios generales.

1. La Administración del Ayuntamiento de Madrid 
se organiza y actúa, con sometimiento pleno a la Ley y 
al Derecho, de acuerdo con los principios de jerarquía, 
eficacia, descentralización funcional, desconcentra-
ción, coordinación y servicio al ciudadano.

2. La Administración del Ayuntamiento de 
Madrid, bajo la superior dirección del Alcalde, sirve 
con objetividad a los intereses generales de la ciudad de 
Madrid, desarrollando las funciones ejecutivas y admi-
nistrativas que le correspondan de acuerdo con lo pre-
visto en esta Ley y las demás disposiciones que resulten 
de aplicación. 

3. En sus relaciones con las demás Administracio-
nes Públicas se ajustará a los principios de información, 
colaboración, coordinación y respeto a los ámbitos 
competenciales respectivos. En sus relaciones con los 
ciudadanos actúa de conformidad con los principios de 
transparencia y participación. 

Artículo 20. Organización administrativa. 

La organización de la Administración del Ayunta-
miento de Madrid corresponde al mismo en el marco de 
las disposiciones contenidas en esta Ley. 

Artículo 21. Órganos directivos.

1. La Junta de gobierno, en el marco de lo que se 
disponga en el correspondiente Reglamento orgánico, 
podrá crear órganos directivos en el ámbito de la Admi-
nistración del Ayuntamiento de Madrid.

2. Los titulares de los órganos directivos serán 
nombrados atendiendo a criterios de competencia pro-
fesional y experiencia, sin perjuicio de lo establecido 
en la presente Ley y de acuerdo con lo que se determi-
ne, en su caso, en el correspondiente Reglamento orgá-
nico. 

3. Corresponde a los órganos directivos desarro-
llar y ejecutar los planes de actuación y decisiones 
adoptadas por los órganos ejecutivos de dirección polí-
tica y administrativa competentes. En particular, les 

corresponde el impulso de la ejecución de las decisio-
nes adoptadas por los órganos políticos, la planificación 
y coordinación de actividades, evaluación y propuesta 
de innovación y mejora en relación con los servicios y 
actividades de su ámbito competencial, sin perjuicio de 
las funciones específicas que se les deleguen o se les 
atribuyan como propias. 

4. Los titulares de los órganos directivos quedan 
sometidos al régimen de incompatibilidades establecido 
en la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibi-
lidades del Personal al Servicio de las Administraciones 
públicas, y en otras normas estatales o autonómicas que 
resulten de aplicación.

Artículo 22. Los Distritos.

1. El Pleno deberá crear Distritos, como divisio-
nes territoriales propias, dotadas de órganos de gestión 
desconcentrada, para impulsar y desarrollar la partici-
pación ciudadana en la gestión de los asuntos munici-
pales y su mejora, sin perjuicio de la unidad de gobier-
no y gestión de la ciudad. 

2. La Presidencia del Distrito corresponderá en 
todo caso a un Concejal.

Artículo 23. Intervención General.

1. La Intervención General es el órgano directivo 
al que corresponde el control interno de la gestión eco-
nómica y financiera del sector público municipal y la 
función contable. Dicha función se ejercerá con plena 
autonomía respecto de las autoridades y demás entida-
des cuya gestión controle. 

La Intervención General del Ayuntamiento de 
Madrid ejercerá sus funciones en los términos estable-
cidos en el Texto Refundido de la Ley Reguladora de 
las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

2. El titular de la Intervención General será nom-
brado y cesado por la Junta de Gobierno preferente-
mente entre funcionarios de Administración local con 
habilitación de carácter nacional. También podrá nom-
brarse entre funcionarios de la Administración General 
del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las 
Entidades Locales a los que se exija para su ingreso el 
título de doctor, licenciado, ingeniero, arquitecto o 
equivalente, con más de cinco años de experiencia en el 
desempeño de las funciones asignadas al órgano.

Artículo 24. Tesorería.

1. La Tesorería es el órgano directivo al que 
corresponde la gestión de los recursos y disponibilida-
des financieras del Ayuntamiento de Madrid en los tér-
minos previstos en el Texto Refundido de la Ley Regu-
ladora de las Haciendas Locales.

2. El titular de la Tesorería será nombrado y cesa-
do por la Junta de Gobierno preferentemente entre fun-
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cionarios de Administración local con habilitación de 
carácter nacional. También podrá nombrarse entre fun-
cionarios de la Administración General del Estado, de 
las Comunidades Autónomas o de las Entidades Loca-
les a los que se exija para su ingreso el título de doctor, 
licenciado, ingeniero, arquitecto o equivalente, con más 
de cinco años de experiencia en el desempeño de las 
funciones asignadas al órgano.

Artículo 25. Tribunal Económico-Administrativo 
Municipal de Madrid. 

1. Corresponden al Tribunal Económico-Adminis-
trativo Municipal de Madrid las siguientes funciones:

a) El conocimiento y resolución de las reclama-
ciones que se interpongan en relación con la aplicación 
de los tributos y la imposición de sanciones tributarias 
que realicen el Ayuntamiento de Madrid y las entidades 
de derecho público vinculadas o dependientes del 
mismo, siempre que se trate de materias de su compe-
tencia o tratándose de competencias delegadas, cuando 
así lo prevea la norma o el acuerdo de delegación.

b) El conocimiento y resolución de las reclama-
ciones que se interpongan contra las resoluciones y los 
actos de trámite que decidan, directa o indirectamente, 
el fondo del asunto, relativo a los actos recaudatorios 
referidos a ingresos de derecho público no tributarios 
del Ayuntamiento de Madrid y de las entidades de dere-
cho público vinculadas o dependientes del mismo.

c) En el caso de ser requerido por los órganos 
municipales competentes en materia tributaria, la ela-
boración de estudios y propuestas en esta materia y el 
dictamen sobre los proyectos de ordenanzas fiscales.

2. La resolución que se dicte pone fin a la vía 
administrativa y contra ella sólo cabrá la interposición 
del recurso contencioso-administrativo.

3. No obstante, los interesados podrán, con carác-
ter potestativo, presentar previamente contra los actos 
previstos en el apartado 1. a) y b) el recurso de reposi-
ción regulado en el artículo 14.2 del Texto Refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aproba-
do por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. 
Contra la resolución, en su caso, del citado recurso de 
reposición, podrá interponerse reclamación económi-
co-administrativa ante el órgano previsto en el presente 
artículo.

4. Estará constituido por un número impar de 
miembros, con un mínimo de tres, designados por el 
Pleno, con el voto favorable de la mayoría absoluta de 
los miembros que legalmente lo integren, de entre per-
sonas de reconocida competencia técnica, y cesarán por 
alguna de las siguientes causas:

a) A petición propia.
b) Cuando lo acuerde el Pleno con la misma 

mayoría que para su nombramiento.

c) Cuando sean condenados mediante sentencia 
firme por delito doloso.

d) Cuando sean sancionados mediante resolución 
firme por la comisión de una falta disciplinaria muy 
grave o grave.

Solamente el Pleno podrá acordar la incoación y la 
resolución del correspondiente expediente disciplina-
rio, que se regirá, en todos sus aspectos, por la normati-
va aplicable en materia de régimen disciplinario a los 
funcionarios del Ayuntamiento.

5. Su funcionamiento se basará en criterios de 
independencia técnica, celeridad y gratuidad. Su com-
posición, competencias, organización y funcionamien-
to, así como el procedimiento de las reclamaciones se 
regulará por reglamento aprobado por el Pleno, de 
acuerdo en todo caso con lo establecido en la Ley 
General Tributaria y en la normativa estatal reguladora 
de las reclamaciones económico-administrativas, sin 
perjuicio de las adaptaciones necesarias en considera-
ción al ámbito de actuación y funcionamiento del Tri-
bunal.

6. La reclamación regulada en el presente artículo 
se entiende sin perjuicio de los supuestos en los que la 
ley prevé la reclamación económico-administrativa 
ante los Tribunales Económico-Administrativos del 
Estado.

Artículo 26. Ente autónomo de gestión tributaria. 

1. Para la consecución de una gestión integral del 
sistema tributario municipal, regido por los principios 
de eficiencia, suficiencia, agilidad y unidad en la ges-
tión, el Pleno podrá crear un ente autónomo de gestión 
tributaria, responsable de ejercer como propias las 
competencias municipales de gestión en materia tribu-
taria.

2. El Pleno determinará las competencias, organi-
zación y funcionamiento de dicho ente, al que corres-
ponderá ejercer la función de recaudación, respetando, 
en su caso, lo dispuesto en la legislación básica en 
materia de gobierno y administración local. 

3. La función de recaudación se ejercerá por el 
titular del ente de gestión tributaria, así como por los 
funcionarios adscritos al mismo de acuerdo con las dis-
posiciones que, en su caso, se adopten.

Artículo 27. Órgano para la defensa de los derechos 
de los vecinos.

1. El Pleno podrá crear un órgano especializado 
para la defensa de los derechos de los vecinos ante la 
Administración municipal, cuyo funcionamiento se 
regulará en normas de carácter orgánico.

2. Dicho órgano podrá supervisar la actividad de 
la Administración municipal, y deberá dar cuenta al 
Pleno, mediante un informe anual, de las quejas presen-
tadas y de las deficiencias observadas en el funciona-
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miento de los servicios municipales, con especificación 
de las sugerencias o recomendaciones no admitidas por 
la Administración municipal. No obstante, también 
podrá realizar informes extraordinarios cuando la gra-
vedad o la urgencia de los hechos lo aconsejen.

3. Para el desarrollo de sus funciones, todos los 
órganos de Gobierno y de la Administración municipal 
están obligados a colaborar con el referido órgano. 

Artículo 28. Asesoría Jurídica.

1. La asistencia jurídica al Alcalde, a la Junta de 
Gobierno y a los órganos directivos, comprensiva del 
asesoramiento jurídico y de la representación y defensa 
en juicio del Ayuntamiento y de los Organismos autó-
nomos y Entidades públicas empresariales municipa-
les, corresponderá a los Letrados del Ayuntamiento de 
Madrid integrados en la Asesoría Jurídica.

2. La Asesoría Jurídica es un órgano directivo 
cuyo titular será nombrado y separado por la Junta de 
Gobierno, entre funcionarios del Estado, de las Comu-
nidades Autónomas o de los Entes Locales a los que se 
exija para su ingreso el título de licenciado en Derecho, 
o bien funcionario de Administración local con habili-
tación de carácter nacional.

3. Conforme a lo dispuesto en el apartado tercero 
del artículo 551 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 
julio, del Poder Judicial, el Ayuntamiento y los Orga-
nismos autónomos y Entidades públicas empresariales 
locales podrán designar para su representación y defen-
sa en juicio a abogado colegiado o confiar a éste sólo la 
defensa y la representación a un procurador. 

4. Corresponde igualmente a los Letrados del 
Ayuntamiento de Madrid la representación y defensa 
en juicio del Pleno, en los términos que se determinen 
por éste.

5. Los Letrados del Ayuntamiento de Madrid 
podrán asumir el asesoramiento jurídico, así como la 
representación y defensa en juicio de las sociedades 
mercantiles locales y de las fundaciones de participa-
ción municipal, mediante la suscripción del oportuno 
convenio en el que se determinará la compensación 
económica a abonar a la Hacienda municipal.

6. Los Abogados del Estado podrán representar, 
defender y asesorar al Ayuntamiento de Madrid 
mediante la suscripción del oportuno convenio de cola-
boración, en los términos contenidos en su legislación 
específica, a propuesta o previa audiencia del titular de 
la Asesoría Jurídica.

Artículo 29. Representación y defensa en juicio de 
autoridades y empleados públicos.

En los términos que se establezcan por el Pleno, los 
Letrados del Ayuntamiento de Madrid podrán asumir la 
representación y defensa en juicio de las autoridades, 
funcionarios y empleados del Ayuntamiento o de sus 
Organismos autónomos y Entidades públicas empresa-

riales, cualquiera que sea su posición procesal, cuando 
los procedimientos se sigan por actos u omisiones rela-
cionados con el cargo y no exista conflicto de intereses.

Artículo 30. Especialidades procesales.

1. En el ejercicio de las funciones de asistencia 
jurídica a las que se refieren los artículos anteriores, los 
Letrados del Ayuntamiento de Madrid ante los juzga-
dos y tribunales de justicia de todo orden tendrán los 
derechos, deberes y prerrogativas establecidos para el 
asesoramiento jurídico y la representación y defensa en 
juicio de la Administración General del Estado.

2. En concreto, las reglas contenidas en los artícu-
los 11, 12, 13.1, 14 y 15 de la Ley 52/1997, de 27 de 
noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Institu-
ciones Públicas y su normativa de desarrollo, serán de 
aplicación al Ayuntamiento de Madrid y entidades 
públicas dependientes.

TÍTULO III

Competencias municipales

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 31. Régimen general de competencias.

El Ayuntamiento de Madrid puede promover toda 
clase de actividades y prestar todos los servicios públi-
cos que afecten al interés general de los ciudadanos y 
no estén expresamente atribuidos a otras administracio-
nes públicas. En estos supuestos, el Ayuntamiento 
puede llevar a cabo actividades complementarias a las 
realizadas por esas Administraciones.

Artículo 32. Competencias municipales.

1. Las competencias del ayuntamiento de Madrid 
son propias o atribuidas por la Administración General 
del Estado en régimen de delegación o de encomienda 
de gestión.

2. Asimismo, son competencias del ayuntamiento 
de Madrid las que le transfiera o delegue la Comunidad 
de Madrid en aplicación de las disposiciones conteni-
das en la Ley 3/2003, de 11 de marzo, para el desarrollo 
del Pacto Local, en relación con los artículos 138 y 
siguientes e la Ley 2/2003, 11 de marzo, de Adminis-
tración Local de la Comunidad de Madrid. 

Artículo 33. Competencias propias. 

Son competencias propias todas las asignadas en 
calidad de tales a los municipios en general y a los de 
gran población, sea directamente por la legislación de 
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régimen local, sea por la legislación estatal o autonómi-
ca reguladora de los distintos sectores de la acción 
administrativa.

Cuando estas competencias tengan una regulación 
específica en esta Ley se entenderán asignadas en los 
términos establecidos en la misma.

Artículo 34. Competencias delegadas y encomienda 
de gestión. 

1. La atribución de competencias en régimen de 
delegación se efectuará de acuerdo con la normativa 
que resulte de aplicación. 

2. La encomienda de gestión de determinadas 
actividades de carácter material, técnico o de servicios, 
derivadas de competencias administrativas de la Admi-
nistración General del Estado y de la Comunidad de 
Madrid, de conformidad con lo dispuesto en la legisla-
ción estatal y autonómica que resulte de aplicación, 
requiere la aceptación por el Pleno y se formaliza 
mediante convenio suscrito al efecto.

CAPÍTULO II

Seguridad pública

Artículo 35. Competencias en materia de seguridad 
pública.

En materia de seguridad pública al Ayuntamiento de 
la ciudad de Madrid le corresponden las siguientes 
competencias:

1. La protección y custodia de autoridades, edifi-
cios, instalaciones, dependencias, infraestructuras y 
equipamientos municipales, así como la colaboración 
con las Administraciones competentes en materia de 
seguridad.

2. En colaboración con las Administraciones com-
petentes, la prevención, mantenimiento y restableci-
miento de la seguridad ciudadana y tratar de garantizarla 
en lo referente a aquellos actos que ocasionen molestia 
social o daños sobre bienes y personas en la vía pública.

3. El ejercicio de las competencias que en materia 
de policía administrativa y policía de seguridad le atri-
buye la normativa estatal, así como la denuncia en las 
materias de policía administrativa especial de compe-
tencia estatal.

4. La policía municipal ejercerá las competencias 
que en materia de policía judicial le atribuye la norma-
tiva estatal.

Artículo 36 Participación del Estado en la Junta Local 
de seguridad de Madrid.

1. La Junta Local de Seguridad de Madrid ejerce 
las funciones que le atribuye su normativa reguladora.

2. En las sesiones de la Junta Local de Seguridad 
de Madrid podrán participar como vocales, de acuerdo 
con la Administración del Estado, los mandos de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado que tengan 
responsabilidades funcionales en el municipio, así 
como, en su caso, un Juez o Magistrado designado por 
la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia y 
un Fiscal designado por el Fiscal Jefe del Tribunal 
Superior de Justicia.

CAPÍTULO III

Participación en las infraestructuras de la Adminis-
tración General del Estado

Artículo 37. Participación del Ayuntamiento en la 
gestión de infraestructuras, servicios y equipamien-
tos.

1. El Ayuntamiento de Madrid participará, confor-
me a lo que se establezca en la legislación sectorial 
correspondiente, en la gestión de las infraestructuras, 
servicios y equipamientos cuya titularidad corresponda 
a la Administración General del Estado que afecten 
directamente a la ciudad de Madrid.

2. La participación del Ayuntamiento de la Ciudad 
de Madrid en la gestión de infraestructuras de titulari-
dad de la Administración General del Estado, no impe-
dirá que el Ayuntamiento ejerza sus competencias pro-
pias en materia de planeamiento, gestión y disciplina 
urbanísticas, seguridad y policía local, protección civil 
y prevención y extinción de incendios, protección de la 
salubridad pública, movilidad y ordenación del tráfico 
de vehículos, medio ambiente y cualquier otra que asi-
mismo corresponda al Ayuntamiento.

3. La participación del Ayuntamiento de Madrid 
en la gestión de las infraestructuras, servicios y equipa-
mientos del Estado se hará sin menoscabo de la partici-
pación en la misma de la Comunidad de Madrid. 

CAPÍTULO IV

Seguridad vial

Artículo 38 Ámbito material de aplicación de las 
competencias del Ayuntamiento de Madrid en mate-
ria de movilidad.

En los términos de la presente Ley y de la legisla-
ción sobre tráfico, circulación y seguridad vial, el 
Ayuntamiento de Madrid ejerce las competencias que 
tiene atribuidas en materia de tráfico, circulación y 
seguridad vial sobre las vías urbanas y sobre las trave-
sías, cuando éstas hayan sido declaradas vías urbanas, 
así como sobre cualquier espacio abierto a la libre cir-
culación de personas, animales y vehículos, sin perjui-
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cio de las competencias que por razones de seguridad 
ciudadana correspondan a otras Administraciones en 
los mismos ámbitos territoriales.

Artículo 39. Ordenación local del tráfico.

1. El Ayuntamiento de Madrid regulará los distintos 
usos de las vías y los espacios públicos urbanos de trán-
sito y circulación de personas, animales y vehículos, así 
como dicho tránsito y circulación, con la finalidad de 
armonizar los distintos usos, incluidos el peatonal, el de 
circulación, el de estacionamiento, el deportivo y el lúdi-
co, y hacerlos compatibles de forma equilibrada con la 
garantía de la seguridad vial, la movilidad y fluidez del 
tráfico, la protección del medio ambiente y la protección 
de la integridad de los espacios públicos y privados. 

2. Las ordenanzas que regulen el tránsito podrán 
tipificar infracciones y determinar sanciones para hacer 
efectivos sus mandatos, de acuerdo con los criterios 
establecidos por las Leyes.

3. En especial, las Ordenanzas municipales de 
acuerdo con lo que se establezca por la legislación esta-
tal y autonómica aplicable:

a) Establecen los límites por encima de los cuales 
se prohíbe la emisión de perturbaciones electromagné-
ticas, ruidos, gases y otros contaminantes en o sobre las 
vías y los espacios públicos urbanos. 

b) Determinan los procedimientos y los instru-
mentos necesarios para controlar y sancionar, en su 
caso, a los titulares o usuarios de vehículos de motor o 
ciclomotores que hagan uso indebido de las señales 
acústicas, emitan humos o produzcan ruidos molestos 
con sus vehículos. 

En los casos en que las molestias sean graves o rei-
teradas, sin perjuicio de la imposición, en su caso, de la 
sanción que corresponda, podrá establecerse mediante 
ordenanza municipal la inmovilización cautelar del 
vehículo o ciclomotor, y la intervención del permiso o 
licencia de circulación del mismo, concediéndose al 
titular del vehículo un plazo de cinco días para que pro-
ceda a subsanar las deficiencias que motiven las pertur-
baciones citadas en el párrafo anterior.

Artículo 40. Competencias en materia de seguridad vial.

Corresponde al Ayuntamiento de Madrid la policía 
administrativa preventiva de la seguridad vial en toda 
clase de vías urbanas, incluyendo la ordenación, señali-
zación y dirección del tráfico y el uso de las vías, la 
vigilancia y protección del mobiliario urbano público y 
las señales de ordenación de la circulación y la instruc-
ción de atestados en caso de accidentes de circulación. 

Esta competencia comprende en todo caso:

a) La regulación y el control de cualesquiera de 
los usos de que sean susceptibles las vías y los espacios 

abiertos al tránsito de personas, animales y toda clase 
de vehículos y del tráfico y la circulación por ellos, 
garantizando, en todo caso, los derechos fundamentales 
de las personas. 

La regulación comprende la señalización correspon-
diente; la limitación y, en su caso, restricción o prohibi-
ción de la circulación y el estacionamiento, cuando 
proceda de acuerdo con el ordenamiento jurídico; la 
imposición de la exhibición en lugar visible de distinti-
vo o, en su caso, la instalación de un mecanismo susti-
tutivo para la acreditación del cumplimiento de la obli-
gación legal de aseguramiento, de la autorización de 
acceso a zonas restringidas y el pago del impuesto de 
vehículos de tracción mecánica; y el establecimiento de 
medidas de discriminación positiva por razón de disca-
pacidad.

El control comprende la intervención previa 
mediante sujeción a autorización; la adopción de las 
medidas cautelares que proporcionalmente requiera la 
seguridad pública, incluidas las de inmovilización y 
retirada de vehículos y de toda clase de objetos que 
representen peligro; y la realización de las pruebas per-
tinentes para la determinación de la influencia de dro-
gas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas o 
bebidas alcohólicas en las personas que pongan en peli-
gro la seguridad vial. 

b) La aprobación de planes de seguridad vial y de 
movilidad, y, en su caso, la participación en aquellos 
planes que hayan de aprobar la Comunidad de Madrid 
o la Administración General del Estado, de acuerdo con 
lo previsto en la legislación sectorial correspondiente.

c) El control de las detenciones, las paradas y los 
estacionamientos en las vías y los espacios públicos, 
así como de la utilización, en general, del dominio 
público y de los espacios libres municipales. Dicha 
función comprende la adopción de la medida de inmo-
vilización o retirada de vehículos.

d) La autorización de pruebas deportivas cuando 
discurran íntegra y exclusivamente por el casco urbano, 
exceptuadas las travesías, salvo que éstas tengan la 
consideración de vías urbanas. Asimismo, le corres-
ponderá la vigilancia y protección de las que autorice.

El informe, que será preceptivo, para la autorización 
de pruebas deportivas cuando discurran en parte de su 
recorrido por el término municipal de Madrid.

e) La adopción de las medidas necesarias para la 
concesión de la tarjeta de aparcamiento para personas 
discapacitadas con problemas graves de movilidad o 
para terceros que tengan reconocida tal condición y 
para la efectividad de los derechos que de la misma 
derivan, teniendo en cuenta la Recomendación del 
Consejo de la Unión Europea de 4 de junio de 1998 
sobre creación de una tarjeta de estacionamiento para 
las personas con discapacidad. 

f) La sanción de las infracciones de la normativa 
correspondiente en materia de seguridad vial, cuando la 
misma le atribuya la referida competencia. 
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Artículo 41. Medidas cautelares.

Cuando así lo demande la seguridad vial y la efecti-
vidad de la ordenación del uso de las vías y los espacios 
públicos, el Ayuntamiento de Madrid, en los términos 
regulados por Ordenanza municipal, puede adoptar, 
observando el principio de proporcionalidad, las si-
guientes medidas:

1.ª La inmovilización de toda clase de vehículos, 
en los siguientes supuestos:

a) Incumplimiento de las normas de estaciona-
miento, incluidas las que limiten éste en el tiempo, 
hasta la identificación del conductor. 

b) Superación de los niveles máximos permitidos 
de emisión de gases, humos y ruidos permitidos por las 
ordenanzas municipales según el tipo de vehículo, 
hasta tanto no sean subsanadas las causas del incumpli-
miento de dichos niveles.

c) Incumplimiento de la obligación de solicitud de 
registro de transferencia de la titularidad del vehículo 
dentro del plazo establecido a este fin por las normas de 
aplicación.

d) Circulación sin cobertura del preceptivo seguro, 
sin perjuicio de las competencias sancionadoras de la 
Administración competente en materia de responsabilidad 
civil y seguros en la circulación de vehículos a motor.

2.ª La retirada de toda clase de vehículos y su pos-
terior depósito en las dependencias habilitadas al afec-
to, en los siguientes supuestos:

a) Cuando obstaculicen o dificulten la circulación.
b) Cuando pongan en peligro la circulación o 

supongan un riesgo para las personas o los bienes.
c) Estacionamiento indebido en las zonas de esta-

cionamiento restringido. 
La comprobación de la concurrencia del supuesto 

legitimante de la retirada y la orden de que se lleve a 
cabo ésta pueden efectuarse de forma remota, a través 
de fotografías, filmación digital y otros medios tecnoló-
gicos. Por ordenanza municipal, y de acuerdo con la 
legislación vigente en la materia, se regularán las garan-
tías que deben reunir los aparatos a través de los cuales 
se realice la captación y transmisión de estas imágenes y 
su incorporación al expediente administrativo.

d) La actividad de ofrecimiento en venta del pro-
pio vehículo o la realización de cualquier negocio jurí-
dico no autorizado en vehículos estacionados en la vía 
pública. 

Los gastos derivados de la inmovilización o retirada 
del vehículo son por cuenta del titular, siendo su abono 
o la garantía de su pago requisito previo para el alza-
miento de la medida.

3.ª La realización de las pruebas, reglamentaria-
mente establecidas, para determinar el grado de intoxi-

cación alcohólica, por estupefacientes, psicotrópicos o 
estimulantes, de acuerdo con la legislación aplicable. 

4.ª La limitación de la circulación de determina-
dos vehículos, la suspensión de la misma y el cierre de 
vías urbanas cuando sea necesario para preservar la 
seguridad, el medio ambiente o la protección del patri-
monio, de acuerdo con la legislación aplicable. 

5.ª Los agentes de la autoridad podrán denunciar 
al titular del vehículo en el caso de que sea residente en 
Madrid si incumpliera la obligación de acreditar, junto 
a la documentación preceptiva del vehículo, el docu-
mento que justifique el pago o la exención, en su caso, 
del impuesto sobre vehículos de tracción mecánica.

Artículo 42. Gestión del cobro de las sanciones en 
materia de circulación. 

Los órganos municipales competentes para imponer 
las sanciones de circulación pueden solicitar de otras 
Administraciones del mismo o de distinto nivel, de 
acuerdo con el principio de colaboración interadminis-
trativa y los oportunos convenios, la ejecución de las 
órdenes de embargo que hayan dictado, sin perjuicio de 
lo establecido en el artículo 8 del Texto Refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

Artículo 43. Distintivos de los vehículos.

1. A fin de acreditar el cumplimiento de la obliga-
ción de aseguramiento del vehículo, el Ayuntamiento 
podrá crear y regular, mediante la correspondiente 
Ordenanza, un distintivo adhesivo, para los que estén 
domiciliados en el la Ciudad de Madrid, para su exhibi-
ción en el vehículo, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 41.1.ª d).

2. Para los vehículos cuyo titular esté obligado al 
pago del Impuesto de Vehículos de Tracción Mecánica 
en la Ciudad de Madrid, mediante Ordenanza munici-
pal se podrá imponer la obligación de exhibir en lugar 
visible del vehículo un adhesivo justificativo del pago o 
exención del Impuesto. En cualquier caso, el titular del 
vehículo o su conductor, cuando fuera requerido para 
ello por los agentes de la autoridad, deberán acreditar el 
cumplimiento de sus obligaciones fiscales en la materia 
exhibiendo el preceptivo justificante.

3. Los distintivos a que se refieren los apartados 
anteriores serán regulados por las correspondientes 
ordenanzas, si fueran implantados, en sus característi-
cas y uso, su posible sustitución por otros medios, 
incluso digitales, que permitan a los agentes de la auto-
ridad controlar, con inmediatez, el cumplimiento de 
aquellas obligaciones.

Artículo 44. Personal auxiliar de la policía municipal.

1. El Ayuntamiento podrá nombrar personal auxi-
liar para controlar la adecuada utilización de las para-
das de estacionamiento en la vía pública y denunciar 



Congreso 27 de enero de 2006.—Serie A. Núm. 72-1

16

las conductas contrarias a las normas que regulen su 
utilización.

2. Las denuncias realizadas por personal auxiliar, 
sin perjuicio de las formalidades y requisitos de proce-
dimientos exigidos por la norma, serán utilizadas como 
elemento probatorio para acreditar los hechos objeto de 
las denuncias. Al expediente administrativo que pueda 
instruirse, se incorporará una imagen del vehículo, ya 
sea en fotografía, filmación digital u otros medios tec-
nológicos, que permitan avalar la denuncia formulada

Artículo 45. Ordenación del tráfico.

1. Para el ejercicio de las funciones de ordenar, 
señalizar y dirigir el tráfico en el casco urbano, de 
acuerdo con lo establecido en las normas de circulación, 
por acuerdo del Pleno podrá crearse un cuerpo de fun-
cionarios, de conformidad con la autorización contenida 
en el apartado 3 del artículo 53 de la Ley Orgáni- 
ca 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad, añadido por la Disposición adicional decimo-
quinta de la Ley Orgánica 19/2003 de 23 de diciembre.

2. Dichos funcionarios no se integrarán en las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y, en el ejercicio de 
sus funciones, tendrán la consideración de agentes de la 
autoridad subordinados a los miembros de la Policía 
Local del Ayuntamiento de Madrid.

Artículo 46. Embargo de los vehículos.

La tramitación de los procedimientos de recauda-
ción ejecutiva se realizarán de conformidad con las 
normas generales de aplicación. Se exceptúa de estas 
reglas, el orden a observar en el embargo de bienes del 
deudor, supuesto en el que inmediatamente después del 
dinero en efectivo o en cuentas abiertas en las entidades 
de depósito, se podrá proceder al embargo del vehículo 
del cual sea titular el responsable de la infracción obje-
to de la sanción, sin perjuicio de seguir después el 
orden establecido en las normas de recaudación corres-
pondientes.

CAPÍTULO V

Bienes inmuebles

Artículo 47. Desafectación de inmuebles del Estado.

Cuando se produzca la desafectación de inmuebles 
radicados en la Ciudad de Madrid, propiedad de la 
Administración General del Estado, destinados a la 
prestación de cualquier tipo de servicio público, inclui-
das las redes de instalaciones y cualquier otra infraes-
tructura, podrá procederse mediante convenio a su 
enajenación preferente al Ayuntamiento de la Ciudad 
de Madrid o, a sus entidades de derecho público que 
tengan atribuidas competencias en materia de vivienda 

y, en su caso, a la Comunidad de Madrid, siempre que 
vayan a destinarse a usos dotacionales públicos, a la 
construcción de viviendas de protección oficial de titu-
laridad pública o al uso como vivienda de titularidad 
pública para alquiler. En el convenio se establecerán las 
contraprestaciones que se deriven de la enajenación, sin 
perjuicio de lo previsto en el art. 145 de la Ley 33/2003, 
de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administra-
ciones Públicas.

TÍTULO IV

Régimen jurídico y procedimiento

Artículo 48. Procedimiento de aprobación de las nor-
mas de competencia del Pleno.

1. La elaboración y aprobación de las ordenanzas 
y reglamentos y de los estatutos de los Organismos 
autónomos y Entidades públicas empresariales, con 
excepción del Planeamiento urbanístico que se regirá 
por su normativa específica, se ajustará al procedimien-
to establecido en el presente artículo.

2. La iniciativa para la aprobación de las normas 
de competencia del Pleno corresponde a:

a) La Junta de Gobierno, mediante remisión del 
correspondiente proyecto.

b) Los Grupos políticos y los Concejales. 
c) Un número de ciudadanos igual o superior  

al 10 por 100 de los vecinos de la ciudad, de conformi-
dad con lo establecido en la normativa básica aplica-
ble.

Se excluye de la iniciativa ciudadana en todo caso la 
materia tributaria local.

3. En el caso de los proyectos, se aplicará el pro-
cedimiento siguiente: 

a) La Junta de Gobierno aprobará el proyecto ini-
cial, y lo someterá al trámite de alegaciones si afecta a 
los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos, 
durante un plazo no inferior a treinta días naturales. 

b) Examinadas las alegaciones, el proyecto defini-
tivo será aprobado por la Junta de Gobierno y remitido 
al Pleno, para su tramitación conforme a lo dispuesto 
por su Reglamento Orgánico. En la remisión, el pro-
yecto irá acompañado de todas las alegaciones recibi-
das y de la memoria que recoja su valoración.

c) La Comisión competente dictaminará el pro-
yecto. 

d) El Pleno, en acto único, aprobará la norma. 
e) La norma aprobada por el Pleno se publicará 

íntegramente en el Boletín Oficial de la Comunidad de 
Madrid y entrará en vigor al día siguiente de su publi-
cación, salvo que la propia norma disponga otra cosa, 
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todo ello sin perjuicio de su publicación en el Boletín 
de la Ciudad de Madrid.

f) Sin perjuicio de lo anterior, la aprobación de la 
norma se comunicará a la Administración General del 
Estado y a la Administración de la Comunidad de 
Madrid. 

4. En el caso de las proposiciones de los Grupos 
políticos y de los Concejales, se observará el procedi-
miento establecido en el apartado anterior, con las 
siguientes especialidades: 

a) La proposición, acompañada de una memoria 
suscrita por su autor, se remitirá a la Comisión corres-
pondiente, para su dictamen.

b) Una vez dictaminada por la Comisión, si la pro-
posición afecta a los derechos e intereses legítimos de 
los ciudadanos se someterá al trámite de alegaciones 
durante un plazo no inferior a treinta días naturales. 

c) La Comisión competente propondrá al Pleno la 
resolución de las alegaciones presentadas y la aproba-
ción en acto único de la norma resultante.

5. La presentación de enmiendas por parte de los 
Concejales, así como su tramitación en Comisión y 
Pleno, se ajustará a lo que disponga el Reglamento 
Orgánico del Pleno. 

6. Toda proposición o enmienda que suponga 
aumento de los créditos o disminución de los ingresos 
presupuestarios del ejercicio económico en curso 
requerirá la conformidad de la Junta de Gobierno para 
su tramitación.

Artículo 49. Procedimiento de aprobación del Presu-
puesto.

1. La iniciativa para la aprobación del Presupuesto 
general del Ayuntamiento de Madrid corresponde en 
exclusiva a la Junta de gobierno local.

2. El Presupuesto general del Ayuntamiento de 
Madrid se tramitará conforme al procedimiento común 
establecido en el artículo anterior para los proyectos 
normativos, con las especialidades que se establecen en 
el presente artículo, que serán desarrolladas por el 
Reglamento Orgánico del Pleno.

3. El Proyecto de Presupuesto se expondrá al 
público, previo anuncio en el Boletín Oficial de la 
Comunidad de Madrid, por quince días naturales, 
durante los cuales los interesados podrán examinarlo y 
presentar alegaciones.

A estos efectos, tendrán la consideración de intere-
sados:

a) Los vecinos de Madrid.
b) Los que resulten directamente afectados, aun-

que no residan en el municipio de Madrid.

c) Los colegios profesionales, cámaras oficiales, 
sindicatos, asociaciones y demás entidades legalmente 
constituidas para velar por intereses profesionales o 
económicos y vecinales, cuando actúen en defensa de 
los que les son propios.

4. Los interesados podrán presentar alegaciones, 
en los siguientes supuestos:

a) Por omitir el crédito necesario para el cumpli-
miento de obligaciones exigibles al municipio, en vir-
tud de precepto legal o de cualquier otro título legíti-
mo.

b) Por ser de manifiesta insuficiencia los ingresos 
con relación a los gastos presupuestados, o bien éstos 
respecto a las necesidades para las que estén previstos.

5. El Proyecto de presupuesto se remitirá al Pleno 
antes del día 1 de noviembre.

6. Las enmiendas que supongan modificación de 
ingresos requerirán, para su tramitación, la conformi-
dad de la Junta de gobierno.

7. Las enmiendas que afecten a los créditos para 
gastos deberán presentarse compensando los incremen-
tos y minoraciones de créditos en el seno de la Sección 
Presupuestaria a la que se refieran.

Artículo 50. Práctica de notificaciones.

1. La práctica de las notificaciones de los actos, 
acuerdos y resoluciones adoptadas por los distintos 
órganos del Ayuntamiento de la Ciudad de Madrid, 
podrá encomendarse a personal auxiliar municipal 
habilitado al efecto.

2. Las notificaciones practicadas por este personal 
auxiliar municipal tienen como efecto la constancia 
fehaciente de su recepción o rechazo por el destinata-
rio.

3. En todo caso, el Ayuntamiento debe procurar y 
fomentar que los ciudadanos puedan recibir las notifi-
caciones de los procedimientos que les afecten a través 
de medios tecnológicos, informáticos o de telecomuni-
caciones.

Artículo 51. Boletín de la Ciudad de Madrid y tablón 
de edictos.

1. Sin perjuicio de la obligación contenida en las 
leyes y reglamentos respecto a la publicación de actos y 
disposiciones en los diarios oficiales correspondientes, 
el Ayuntamiento de la Ciudad de Madrid podrá dotarse 
de un Boletín propio con formato electrónico o infor-
mático.

2. Asimismo, el tablón de edictos del Ayuntamien-
to de la Ciudad de Madrid podrá realizarse a través de 
medios electrónicos o informáticos. En este supuesto, 
deberá garantizarse el libre acceso de los ciudadanos al 
mismo, mediante la instalación de terminales con acce-
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so al tablón de edictos en todas las Juntas de Distrito y 
dependencias municipales.

Artículo 52. Multas coercitivas.

1. El Alcalde y la Junta de Gobierno pueden impo-
ner multas coercitivas de hasta 3.000 euros como medio 
de ejecución forzosa de sus actos, reiteradas por cuan-
tos períodos de 15 días sean suficientes para cumplir lo 
ordenado, en los siguientes supuestos:

a) Actos personalísimos en que no proceda la 
compulsión directa sobre la persona del obligado

b) Actos en que procediendo la compulsión, la 
Administración no la estimara conveniente.

c) Actos cuya ejecución pueda el obligado encar-
gar a otra persona.

2. La multa coercitiva es independiente de la o las 
sanciones que puedan imponerse con tal carácter y 
compatible con ellas.

Dentro de los supuestos previstos en el apartado 
primero del presente artículo, mediante Ordenanza 
municipal se establecerán los casos concretos en los 
que pueda imponerse la multa coercitiva, la graduación 
de su cuantía en función de la gravedad del incumpli-
miento realizado, sin que en ningún caso pueda supe-
rarse el limite máximo de 3.000 euros y sus actualiza-
ciones anuales conforme a la evolución anual del IPC.

Artículo 53. Fin de la vía administrativa.

Además de los previstos en el artículo 52.2 de la 
Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de 
Régimen Local, ponen fin a la vía administrativa los 
actos dictados por los órganos municipales cuando 
ejerzan competencias atribuidas por el Alcalde y la 
Junta de Gobierno mediante la técnica de la desconcen-
tración prevista en esta Ley.

Artículo 54. Remisión de acuerdos. 

El Ayuntamiento de Madrid remitirá a la Adminis-
tración General del Estado y a la de la Comunidad de 
Madrid copia de los acuerdos que adopte el Pleno, en 
los plazos y formas que se determinen reglamentaria-
mente. Los acuerdos que adopten los órganos del 
gobierno municipal y los órganos directivos serán remi-
tidos a las referidas Administraciones previo requeri-
miento de las mismas. 

Artículo 55. Funciones de fe pública.

Las funciones de fe pública de los actos y acuerdos 
de los órganos unipersonales y las demás funciones de 
fe pública, salvo aquellas que estén atribuidas al Secre-
tario General del Pleno, al Secretario de la Junta de 
Gobierno y al secretario del Consejo de administración 

de las entidades públicas empresariales, serán ejercidas 
por los titulares de los órganos directivos o personal 
funcionario al servicio del Ayuntamiento de la Ciudad 
de Madrid que se determinen por la Junta de Gobierno.

Disposición adicional primera. Constitución de la 
Comisión Interadministrativa de Capitalidad.

En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor 
de esta Ley, se procederá a la constitución de la Comi-
sión Interadministrativa de Capitalidad prevista en el 
artículo 5. El Estado, a través del Ministerio de Admi-
nistraciones Públicas, convocará en dicho plazo a las 
demás Administraciones, con objeto de proceder a la 
aprobación del reglamento interno de la Comisión.

Disposición adicional segunda. Competencias muni-
cipales y legislación sectorial.

1. La legislación sectorial no podrá alterar la dis-
tribución interna de competencias realizada por esta 
Ley entre el Pleno, el Alcalde y la Junta de Gobierno.

2. Las competencias que, a la entrada en vigor de 
esta Ley, la legislación sectorial atribuye a los distintos 
órganos del Ayuntamiento de Madrid, se ejercerán con-
forme a la distribución de competencias prevista en la 
misma. 

Disposición adicional tercera. Instalación subterránea 
de las redes de servicios públicos y de interés general.

1. Todas las instalaciones propias de las redes de 
los servicios públicos de suministros y de interés gene-
ral que discurran por el término municipal deben ser 
subterráneas y ajustar su ubicación y trazado al planea-
miento urbanístico y, en su caso, a las Ordenanzas de 
utilización del dominio público municipal. Sólo en 
caso de concurrencia de urgencia o de impracticabili-
dad técnica o económica puede autorizarse por el 
Ayuntamiento su instalación en superficie o aérea, sin 
perjuicio de las competencias urbanísticas de la Comu-
nidad de Madrid.

2. Las instalaciones ya existentes al tiempo de la 
entrada en vigor de esta Ley deben ser soterradas cuan-
do así lo disponga el planeamiento urbanístico o las 
correspondientes Ordenanzas de utilización del domi-
nio público municipal y en los plazos que uno y otras 
establezcan. La imposición del soterramiento sólo da 
lugar a indemnización únicamente por el importe del 
valor de las instalaciones existentes que no deban con-
siderarse amortizadas al tiempo en que deba efectuarse 
dicho soterramiento.

Disposición adicional cuarta. Regulaciones específicas.

La gestión y enajenación de los bienes inmuebles, 
las instalaciones, las telecomunicaciones y los servicios 
técnicos del Ministerio de Defensa y sus Organismos 
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públicos, radicados en la ciudad de Madrid, se regirá 
por su legislación específica.

Disposición adicional quinta. Tarjetas de estaciona-
miento para personas con discapacidad.

Las tarjetas de estacionamiento para personas con 
discapacidad emitidas por las autoridades municipales 
con arreglo al modelo establecido en la Recomenda-
ción 98/376/CE del Consejo, de 4 de junio de 1998, 
sobre la creación de una tarjeta de estacionamiento para 
personas con discapacidad, tendrán validez en todo el 
territorio estatal, con independencia del municipio de 
procedencia del titular.

Disposición adicional sexta. Impuesto sobre el Incre-
mento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana.

En las transmisiones de inmuebles, el Registro de la 
Propiedad no admitirá la inscripción o anotación 
correspondiente si no se acredita previamente estar al 
corriente de pago por el Impuesto sobre el Incremento 
de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana corres-
pondiente al inmueble transmitido o, en su caso, su 
exención o no sujeción, siempre que se encuentre en el 
término municipal de Madrid.

Disposición transitoria primera. Adecuación a las 
previsiones contenidas en la presente Ley.

El Pleno del Ayuntamiento de Madrid dispondrá de 
un plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la 
presente Ley para aprobar la adaptación de su organiza-
ción a lo previsto en la misma. En tanto se aprueban 
tales normas, continuarán en vigor las disposiciones 
que regulen estas materias en el momento de entrada en 
vigor de esta Ley.

Disposición transitoria segunda. Régimen de incom-
patibilidades.

A los concejales del Ayuntamiento de Madrid les 
será de aplicación la incompatibilidad establecida en el 
artículo 2.4 de la Ley 12/1995, de 11 de mayo, de 
Incompatibilidades de los miembros del Gobierno de la 

Nación y de los Altos Cargos de la Administración 
General del Estado.

Dicho régimen tendrá vigencia hasta la fecha de la 
entrada en vigor de la nueva Ley reguladora de las 
Bases del Gobierno y la Administración Local, a partir 
de la cual será de aplicación el régimen previsto en la 
misma.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan sin efecto los artículos del Texto articulado 
de la Ley especial para el Municipio de Madrid, apro-
bado por Decreto 1674/1963, de 11 de julio, no deroga-
dos expresamente por disposiciones anteriores a la 
presente Ley.

Disposición final primera. Habilitación competencial.

La presente Ley se dicta de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 6 de la Ley Orgánica 3/1983, de 25 de 
febrero, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad 
Autónoma de Madrid y al amparo de los siguientes 
títulos competenciales:

• 149.1.4.ª de la Constitución: La disposición adi-
cional cuarta.

• 149.1.6.ª de la Constitución: El artículo 30.
• 149.1.8.ª de la Constitución: La disposición adi-

cional sexta.
• 149.1.18.ª de la Constitución: Los artículos 1 a 

29; 31 a 34; 47 a 55; disposiciones adicionales primera, 
segunda y tercera.

• 149.1.20.ª, 21.ª y 24.ª de la Constitución: El 
artículo 37.

• 149.1.21.ª de la Constitución: Los artículos 38 a 
46 y la disposición adicional quinta.

• 149.1.29ª de la Constitución: Los artículos 35  
y 36.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de 
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».



Edita: Congreso de los Diputados 
 Calle Floridablanca, s/n. 28071 Madrid 
 Teléf.: 91 390 60 00. Fax: 91 429 87 07. http://www.congreso.es

Imprime y distribuye:  Imprenta Nacional BOE 
Avenida de Manoteras, 54. 28050 Madrid 
Teléf.: 91 384 15 00. Fax: 91 384 18 24

 Depósito legal: M. 12.580 - 1961


